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EL CATASTRO y EL ESTADO DE LAS AUTONOMÍAS: 

APUNTES SOBRE UNA POSIBLE POLÉMICA COMPETENCIAL 

1 nt rod ucción 

L presente artículo tiene 
por objeto moi-.trar los 
perfiles de una nueva 
disputa de competencias 

entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas, fruto de la d1s1nhttc.:ión 
terntonal del poder consecuencia 
del denom111ado Estado de las A u­
tonornías. 

Esta polémica surge ante lo que 
podríamos cal ificar como roma de 
posición que sobre las competencias 
en materia de Catastro realiza la 
Ley Reguladora de las l laciendas 
Locales, al declarar como compe­
tencia exclusiva del Estado la con­
fección y conservación de los Cata;;­
tro~ Inmobiliarios. 

Fsta circunstancia entre otras. 
cuyo análisis no e~ objeto del pre­
sente artículo , ha propiciado tres 
recursos de inconstituciona lidad 
con tra 1 ~1 Ley 39/ 1988, de :rn de di­
ciembre. cuya linea argumen1al ~e 

resu me. incluso. se debale en estas 
líneas. Adclanlemos, desde ahora, a 
modo de conclusión. que la conside­
ración multifuncional del Cata~tro 
y la propia realidad han convertido 
a aquél en un soporte 1éc111co im­
prescindible en cualquier lrihuto 
que tenga en consideración la pro­
piedad de bienes inmobiliarios, no 
identiticable en exclusiva con nin­
guno de los tributos a los qui! sirve 
di! ba'lc. 

ALBhRrü P ALOM/\R ÜLMíDA 

VOCAi ASESOR DEL MI NISHRIO 
f)h R ,,, AC'ION ES CON LAS CORTrs 

La Dispos1c1ón Adicional Cuarta de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, que 
establece la competencia estatal en materia de Catastros inmobiliarios. ha sido recu­
rrida tanto por el Parlamento como por ef Consejo Ejecutivo de la Generalidad de 
Cataluña. (Plaza de S. Jaume. Barcelona.) 

Asimismo. ~e configuni como un 
rcgi st ro público de ca rücter objetivo 
que debe servir de referencia para 
cualquier act uación del Estado que 
tenga por objeto la propiedad in­
mobiliaria. ~eñaladamente, como 
paula referencial en la valoración 
de los biene~ de cara a la lransferen­
cia coactiva de bienes a través de la 
ex propiación forl'osa. 

Estas consideraciones prelimina­
res pueden servir para comprender 
la estrechez del 1110/de lega l utiliza­
do para determinar la titularidad de 

la competencia en materia de Catas­
tro. No obstHnLe el instrumento ju­
rídico, es lo cieno que la reclama­
ción de la tiLUlaridad debe realizar­
se dc~de el análisis material y no 
formal de la totalidad de las fun­
ciones de~empeiiadas. Este análtsi~ 
lleva. a nue<;lro juicio, a entender 
Jusuficada la atribución de la com­
petencia excl usiva a l Estado, ya que 
sólo a 1rnvés de esta unificación de 
la titularidad es posible cumplir la 
tola lidad de sus !'unciones en mate­
ria f'inanciera y extrafinanciera, de 
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él régimen de ut1/izac1on de los Catastros. que afecta a los tnbutos estatales y a las valoraciones generales de los bienes, Implica la 
necesidad de una valoración general que asegure la igualdad de trato de todos los españoles (De izquierda a derecha: Hórreo de 
Fontanelra, Lugo. Archivo Histórico de Indias, Sevill a. Campo de 
Criptana, Ciudad Real Masía en el valle de San 
Daniel, Gerona 

forma que se asegure la igualdad de 
tratamiento de todos los españoles 
ante las diferente~ Administraciones 
Públicas, evitando diferentes valo­
raciones de un mismo bien tan sólo 
por el hecho de tratarse de Admi­
nistraciones diferentes. 

Esta conclusión exige, sin em­
bargo. un análisis más detenido de 
los factores que concurren en la po­
lémica competencia!. que cs. preci­
samente, el que se realiza u con l i­
nuación. 

El Catastro y la Ley de 
Haciendas Loca les 

En el estado de cosas descrito. se 
produce la publicación de la Ley 
39/ 1988. de 28 de diciembre. Regu­
ladora de las Haciendas Locales. 

Dicha Ley 
tiene por objeto su­

plir la laguna existente 
en nuestro Ordenamiento 
en orden a una regulación integral 
de la acll\ id ad li na nc1cra de los En­
tes Locales. 

Búsicamcn te. la Ley de Hacien­
das Locales supone una reordena­
ción de las potestades imposillvas 
de los mun1c1pios centrada. ahoru. 
en el Impuesto sobre Bienes Inmue­
bles. el 1 mpuesto sobre Actividades 
Económicas. el 1 mpueslo sobre 
Vehículos de Tracción Mecánica. el 
1 mpuesto sobre Consl rucci oncs, 
1 nstalacioncs y Obras, y el lmpues-
10 sobre el Incremento de Valor de 
los Terrenos de Na1uralca1 Urbuna. 

Es indudable que esta restructu­
ración del marco impositivo, espe­
cialmente en los impuestos que 
guardan directa relación con la va­
loración del inmueble, exigen una 
base documental que dé las suli­
cientcs garantías de publicidad. gc-
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ncralidad y homogeneidad. como 
presupuestos básicos sobre los que 
fundar una tributación justa y equi­
tativa. 

(: 11 esta linea hay que significar 
que el marco legal de func1onam1en­
to del Catastro. plasmado en su Ley 
Fundamental de 1906. supone un 
estrecho margen de moví Ji dad. De 
ahí. que como medida previa a la 
nueva regulación sobre ordenación 
del Catastro. que en estos momen­
to~ se elabora, fuese necesario efec­
tuar algunas con'i1dcracione'i sobre 
el Catastro en la propia Ley Regu­
ladora lle las l lac1endas Locales 
como presupuesto necesario para Ja 
apltcac1ón dica7 de ésta. 

fatas medidas parciales se plas­
manin en la Disposición Adicional 
Cuarta de Ja Ley. Dicha regulación 
alcan7a a las siguientes cuestiones: 



Na111rale:a de Catastro 

Se configuran los Catastros !11-
mobiliarios Rústico y 

Urbano 
como el conjunto de dalos 
y descripciones de los bienes inmue­
hles rústicos y urhanns. cm1 expre­
sión de supe1:ficies, situación. I inde­
ros, cultivos o nprovech1.1111ientos. ca­
lidades, valores y demás circ1msra11-
cias .flsica.1, eco11ó111ica.1· y j11rídica.1 
que den a conocer la propiedad 1erri-
1orial y la de.fl11an e11 sus d(/erentes 
aspectos y aplicaciones. 

Competencia parn fu .formacinn 
del Catastro 

La compeLencia para la forma­
ción, conservación. renovación y 
revisión del Catastro se atribuye ex­
presamente al Estado. corno exclusi-

va. y se.: efectúa por el Centro lle 
Gestión Catastral y Cooperación 
Tributaria. regulado por el Real De­
creto 144 7 il 989. de 1 de d icicmbn:. 

l~i<'rcicio de la c·o111pete11cia 
<!SIC/la/ 

La competencia exclusiva del 
Estado en la administración y 

funcionamiento de los Catastros 
Inmobiliarios puede ejercitarse, se­
gún la Ley. directamente o median­
Le la suscripción de convenios de 
colaboración con AyunLamientos, 
o, en su caso. con Diputaciones 
Provinciales, Cabildos o Consejos 
lnsulan:s. 

El régimen jurídico al que deben 
someterse estos convenios debe ser 
determinado reglamentariamente 
por el Gobierno. 

Regi111e11 de 111í/i;;ació11 
del Catastro 

No obstante ser el Estado el 
titular de la competencia para la 
formación y mantenimiento del Ca-
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lastro. la Disposición Adicional 
Cuarta de la Ley 38/ 1988, de 28 de 
diciembre. se cuida de señalar que 
los Catastros se configuran como 
una base de datos utilizables tanto 
por la Administración del Estado 
como por la Autonómica y la Local. 

De esta rorma, y como resumen, 
podríamos indicar que la Ley Regu­
ladora de las Haciendas Locales. 
configura los Catastros Inmobilia­
rios como un conjunto de datos re­
feridos a la propiedad de esta clase, 
cuya recopilación y actualización es 
competencia exclusiva del Estado. 
que puede realizarla directamente o 
por medio de convenios con los En­
tes Locales y. lodo ello. sin perjui­
cio de la utilización conjunta por 
todas las Administraciones de di­
chas bases de datos. 

La regulación contenida en la 
Ley 39/ 1988. de 28 de diciembre. 
exige que analicemos el {unbito de 
aplic<1ción y, sobre todo. el título 
competencial para dictar la misma. 
como presupuesto imprescindible 
para examinar. ya en el plano con­
creto, si la Disposición Adicional 
Cuarta de la Ley es o no respetuosa 



con el régimen de distnhución de 
competencias entre los d1st1ntos En­
tes territoriales nacido <le la Consti­
tución de 1978. 

Por lo que hace referencia u 1 
ámbito de aplicac1ón. la cuestión es 
aparentemente sencilla. ya que se 
aplica en w<lo el territorio m1cional. 
sin perjuicio de los regímenes linan­
cieros l'ontles de los Territorios Hi s­
tóricos del País Vasco y Navarra. 
Asimismo, y según se 111d1ca en el 
articulo 1 3. la aplicación es sin per­
juicio de lo que al respecto puedan 
establecer los tratados y convenios 
internacionales. 

Estas prescripciones en torno al 
ámbito de aplicación deben ser con­
sideradas como de incidencia menor 
en relación con el Catastro. dallo 
que Ja conlíguración de éste como 
un registro publico de bienes inmue­
bles permite que sus datos sirvan de 
hase para la imposición a la que se 
refiere la L1.:y 39/ 1988. de 28 de di­
ciembre, a la que regula d régimen 
linanciero de los Territorios Histó­
ricos. o. incluso. la qu1.: pueda deri­
varse de normas interm1cionales. 

Más compleja es la determina­
ción del título competencia l del Es­
tado por dictar la Ley 39, 1988. de 
28 de diciembre. que c;e conligura de 
la siguiente forma: 

• Bases d<!I Régi111e11 Jurídirn jl­
mmciero de la Ad111ini.1·rrac1á11 Local 
(artículo 149 1.18. de la Constitu­
ción) 

Se con::.1dcran como tales todos 
los preceptos de la Ley. con la ex­
cepción de los que regulan el siste­
ma tributano local. 

• Porl'.~f<lfl Trihuraria orig11wria 
(artículo 133 de la Cvnstil ución) 

Todos los preceptos que estable­
cen el sistema Tributario Local. fa­
ta prescripción es plenamente cohe­
rente con la regulación prevista en 
la Ley 7/f 985, de 2 de abril. Regu­
ladora de las Bases de Régimen Lo­
cal que. en su artículo 5", establece 
el que las Entidades Locales se ri­
gen por dicha Ley. en primer térmi­
no y. ademüs: 

En cua11to 11 las llatie11das Loca­
les. Por la Ú!gislación tributaria del 

Estado y la I <' l' rt1gul11dora de las 
l/acie11da.1 di' las E11tidade1 I ornles. 
de las que .wr<Í 111pletorw la L11 1• Ge­
neral Pre.111p11t'.\'lllria 

• Compete11cia residual (artículo 
149.1.14 de la Constitución) 

Es la que corresponde. según el 
artículo 149.1.14. al Estado en la5 
mati.:rius relacionadas con la /Ja­
cie11da Ge11ff1il 1· la Deuda del Esw­
do . Es claro que la regulación inter­
conectada entre las norma'i estata­
lc~. las autonómicas y las locales 
huga aílonir las dudas sobre d con­
cepto de l lac1enda general. enten­
diendo por tal el conjunto de las 
1H:cesidadcs y actividades financie­
ras y las formas para subvenir aqué­
llas. 

Desde la anterior consideración, 
} habida cucnw de la concepción 
integradora tk la linanciactón local. 
con recurs<.ls propios y participa­
ción en los cstatales. es evidente que 
el título compctencial del artículo 
149. 1 .14 de la Coas1ituc1ón debe 
jugar un claro papel residual en la 
justi licación de la competencia esta­
tal para dictar la Ley <.k 1 lucicndas 
Locales. 

Con independencia de lo ante­
rior y retomando de nuevo el objeto 
del presente an;ilisis. hay que seña­
lar que los tíllllos competenciales 
que justifican la regulación del Ca­
w-;tro que efectúa la Ley 39; 1988. 
de 28 de diciembre. son, dirccw­
mente. el articulo 149. 1.18 y el ar­
ticulo 149. 1.14 de la Constitución. 
y. más remotamente, el artículo 133, 
dada la concepción de los dalos ca­
tastrales que pa'ian a ser. en la nue­
va Ley. un elemento pnícticamente 
esencial del impuesto (Vid. artículo 
66 de la Ley '.!9 / 1988. en relación a 
la base imponible del Impuesto so­
bre Bienes 1 nmuebles). 

Los recursos de inconstitucionalidad 
contra Ja Ley 39/1988, de 28 de 
diciembre: motivos de 
inconstitucionalidad aducidos 
por los recurrentes 

La Ley 39/) 988. de 28 de di-
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c1cmhrc. ha sido objeto de tres re­
cursos de inccrnstitucionalidt1d que, 
en estos momentos se encuentran en 
tramitación y. por tanto, pendientes 
de sentencia del Tribunal Constitu­
cional. El análisis del presente apar­
tado se centra en los tres recursos 
pendientes de resolución, pero úni­
camente en lo que hace referencia a 
los motivos de inconstituc1onalidad 
aducidos f'renk a la Disposición 
Adicio nal Cuurta de la Ley 39/1988. 
que. como se ha dicho, es la que 
efectúa la regulación de los Catas­
tros Inmobiliarios. 

A este respecto debemos indicar 
que los recursos han sido interpues­
tos. respectivamente. por 60 dipu­
tados del Parlamento estatul, por el 
Parlamen to de Cataluña y por el 
Consejo Ejecutivo de la Genera 1 i­
d ad de Cataluña. La impugnación. 
en cada uno de los recursos. tiene 
por objeto preceptos diferentes y, 
asimismo. se basa en motivos distin­
tO'i, ror lo que parece necesario 
anali:rar, por separado, cada uno de 
ellos. 
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Los tributos locales son sólo uno de los aspectos sobre los que mc1de la labor del Catastro. La adaptación a la realidad de esta Insti­
tución, absolutamente necesaria teniendo en cuenta los cambios desde 1906 a la actual/dad, podrfa haberse efectuado en el marco de 
una normativa especifica (Calle de Alcalá en 1750. Madrid.) 

Recursos de i11co11st iflll'ionalidad 
591 /1989. interp11es/o por 60 
Dipuwdos del Parlamento fatara/ 

Este recurso se articula en una 
pretensión principal y en una subsi­
diaria. Mediante la primera, se pos­
tula la inconstitucionalidad de la 
totalidad del Texto de la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre. Subsi­
diariamente se postula la inconsti­
tucionalidad de determinados pre­
ceptos, entre los que no se encuen­
tra la Disposición Adicional Cuarta 
de la Ley 39/ 1988, de 28 de diciem­
bre - por lo cual la inclusión de este 
recurso en el análisis sólo quedaría 
justificada si efectivamente la tota­
lidad de Ja Ley fuera declarada in­
constitucional- . 

El reproche de inconstitucionali­
dad efectuado puede resumirse en 
los siguientes apartados: 

• La Ley no responde al concep­
to de bases, sino que los preceptos 
contienen redacciones detalladas y 
completas que impide el desarrollo 
por otros Entes Territoriales con 
competencia en la mate1ia. Precisa-

mente. se cita como ejemplo de esta 
inconstitucional tecnica, segun los 
recurrentes, Ja regulación de la fun­
ción estatal del Centro de Gestión 
Catastral y Cooperación Tributaria. 

• El Título competencia! del ar­
tículo 149. 1.14 de la Constitución. 
no atribuye al Estado una compe­
tencia exclusiva y excluyente del 
mismo en la regulación y definición 
de la Hacienda Ge11ernl, que impida 
cualquier participación de los Entes 
Territoriales. 

Recurso de inconst i 111cio11alidad 
587/ !989. inlerpuesto por el 
Parlamento de Cawluiia 

La impugnación que se hace en 
este recurso de la Disposición Adi­
cional 4.2 de la Ley 39/ 1988, de 28 
de diciembre, comienza por dar por 
reproducidos los motivos de la in­
constitucionalidad esgrimidos con­
tra los preceptos que regulan la de­
terminación del valor catastral en el 
Impuesto sobre Bienes i nmuebles. 

Para impugnar esta forma de de­
terminación, se reconoce, a modo 
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de preámbulo en el recurso, el he­
cho de q uc el valor catastral tiene y 
tendrá cadu día mayor importancia, 
no sólo en los impuestos locales, si­
no también en los estatales, como el 
lmpueslo sobre la Renta de las Per­
sonas Físicas. el extraordinario so­
bre el patrimonio, el de sucesiones. 
e. incluso, en otras instituciones no 
impositivas, como la expropiación 
forzosa. 

La inconstitucionalidad se pre­
dica en base a la exclusión de la 
Comunidad Autónoma del proce­
dimiento para la determinación del 
valor catastral. todo ello en función 
de la competencia que el Estatuto 
Catalán (artículo 9.8) atribuye a di­
cha Comunidad Autónoma en el ré­
gimen local, y siempre dentro de las 
normas básicas que el Estado dicte 
para regular el régimen jurídico de 
las Administraciones Publicas. 

El olvido de las competencias 
autonómicas se plasma, según los 
recurrentes, en que la Comunidad 
Autónoma no eslá citada entre los 
Entes que pueden suscribir conve­
nios con el Centro de Gestión Ca-



Lastra( y Cooperación Tributaría 
para gestionar los catastros inmo­
biliarios. 

Reci1rso de i11co11sti1udo11alidad 
572/ /989. interpuesto por el 
Consejo Ejecutfro de la Generalidad 
ele Catc1lwia 

El análisis que el recurrente efec­
túa, parte, también, de su incardi­
nación en el procedimiento de de­
terminación del valor catastral de 
los bienes inmuebles a los efectos 
del impuesto que grava ésta en la 
esfera local. 

A este respecto comienza por 
denunciarse la íncomtitucionalidad 
de la Disposición Adicional Cuarta. 
dos de la Ley 39/ 1988, de 28 de di­
ciembre. por no haber establecido 
alguna fórmula de parucipacíón de 
la Comunidad Autónomn en la ges­
tión del Centro de Gestión Catas­
tral y Cooperación Tributaria, lo 
que para el recurrente supone una 
e"<tralimitación en las competencias 
que corresponden al fatado en ma­
teria de 1 laciendas Loca les. 

Con base en lo anterior. alegan 
los recurrentes que no existe titulo 
competencia! exclusivo, de orden 
constitucional, que permita reservar 
al Estado la realización de Jos Ca­
tastros Inmobiliarios tratándose, 
como se tratu. de un registro públi­
co de gran importancia para todas 
las Administraciones Públicns. 

Consideraciones generales sobre 
los motivos de inconstitucionalidad 
aducidos 

La evaluación de la linea argu­
mental de los diferentes recursos a 
los que se ac.:aba de hacer referencia 
debe comen7ar por los que tienen 
por objeto la totalidad de la Ley. 

A este respecto debemos indicar 
que, a nuestro juicio, no hay una 
extensión desmesurada del concepto 
Ad111i11istracio11es Púhlirns. ni por 
entender mcluidas entre las mismas, 
a las Corporaciones Locales, ni. asi­
mismo, por entender que el régimen 
de financiación de un Ente Público 
es una parte del régimen jurídico 
del mismo. Ambas consideraciones 

que resultan obvias <>on la!> que 
justifican una Ley que regula las 
Haciendas Localc~. que. además y 
como ya se vio, forma parte del si::.­
tcma de fuentes aplicables a lo~ En­
tes Locales. tal y como dispone la 
Ley de Bases de Régimen Local 

Esta con:-.1deración genérica es la 
q uc debe serv1 r para de vol ver el de­
ba te constitucional a su verdadera 
dimensión, cual es la determinación 
de si la Ley Reguladora de las Ha­
ciendas Locales respeta o no las 
competencias de las Comunidades 
Autónomas en la materia. 

Ahora bien, este juicio no pue­
de, en modo alguno. ser ma"<1malis­
ta de principio. De esta forma ca­
bría señalar que la totalidad de la 
Ley seria inconstitucional. por el 
motivo citado. sólo si la totalidad 
de los preceptos considerados lo son 
aisladamente. Una sanción tan gra­
ve corno la inconstitucionalidad to­
la 1 sólo puede ru nda rse, a nuestro 
juicio. en la ausencia de ti lulo com­
petencia l. cuc~tión ésta que, desde 
luego. no ~e da en el presente su­
puesto. 

El problema cs. pM tan to. el de 
determinar los limites en el ejercicio 
de una competencia. Como casi 
'liempre ocurre en toda disputa entre 
Entes Territoriales. la solución a es­
ta problcm<ítica debe venir del nmi-
1 is is pu n t ua 1 y concreto, y no de las 
posturas globale~. 

Partiendo precisamente de esta 
c1 rcunstancia. nos corresponde ana­
lizar si en el supuesto concreto de la 
Disposición Adicional Cuarta, dos, 
de la Ley 39/ 1988, de 28 de dic1cm­
hre se produce el hecho descrito: 
esto es. si se ha diseñado una regu­
lación para la que se carece de ti­
tulo compl!lencial o en la que se 
aliol{an las posibilidades de partici­
pación de las Comunídadc¡., Autó­
nomas, supuesto, claro cst<í. que 
tuviesen algún titulo jurídico que 
amparase aquélla. 

La respuesta a la interrogante 
planteada exige efectuar diversas 
comiderac1oncs: 

Técnica legislotiva y opor11111ulad 

La inclusión de la Disposición 
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Adicional Cuarta. dos, en la Ley 
39 1988. de :!X de diciembre. res­
ponde. a nuestro juicio. a un derec­
to de técnica legislativa cada vez 
más frecuente, y que consiste en in­
troducir reformas sustantivas de de­
terminadas inslituc1ones. al hilo de 
la aprobación de leyes que no se re­
fieren directamente a las mismas. 

Es claro, que con lo anlerior no 
se quiere señalar que el Cen1ro de 
Gestión Cata~tral y Cooperación 
Tnbutana sea una institución que 
nada tiene 4uc ver con la financia­
ción y la imposición local. Negar 
<lichu evidencia no resultaría acep­
table. 

Sin embargo, lo que es también 
cierto, es que 1011 tributos locales 
son sólo uno de lo~ aspcc1os sohre 
lo~ que incide la labor del CGCCT, 
y 4ue, por tanto, :o.u adaptución a la 
realidad. absolutamente necesaria. 
dados los cambios de todo tipo ha­
bic.Jos desde 1906 a la actualidad, 
debería haberse efectuado en el 
marco de una normativa especifica 
que, con la perspectiva globul a la 
que aludimos. hubiese resultado, 
prohablcmentc, mú'> clarifica ti va. 

Esta considernción nos lleva a 
alirmar que ILI inclusión de los pre­
ceptos relativos al Catastro en la 
Ley de Haciendas Locales responde 
a la necesidad de clarilicar. cuanto 
antes, la competencia estata l ~obre 
una institución cuya regulación pre­
constitucional nada decía al respec­
to, y, por otro lado. a una situación 
transitoria y coyuntural de hacer re­
ferencia al CGCCT, con motivo del 
realce e importancia que en la nue­
"ª imposición local ha adquirido el 
valor catastral de los bienes y su 
forma de determinación. 

Estas circunstancias determinan 
su inclusión en la Ley 39/ 1988, de 
28 de diciembre. inclusión que. a 
nuc~tro juicio, ha propiciado cierta 
confusión sobre la verdadera natu­
raJe¿a y funciones del Catastro, que 
resulta impre:.cindible disipar. 

Funciones del Call1.1tro 

La lectura de los recursos inter­
pues1os contra la Ley 39/ 1988, de 
28 de diciembre, inclina a pensar 



que las funciones del Catastro se 
orientan, básicamente. como ele­
mentos para la determinación de las 
bases imponibles de los impuestos 
locales. Esta alirmación. con ser 
cierta, es, si n embargo, inexacta ya 
que limita la función del CaLastro a 
ser un elemen lo de los tríbulos loca­
les. lo cual es rnnto como pre:st.:indir 
del resto de las funciones desarro­
lladas por el Catastro al margen de 
la tributación local. 

En este sen lido, es necesario re­
cordar, que el Catastro es un ins­
trumen to básico en la política eco­
nómica de un país, y. sobre todo. el 
elemento imprcscind1ble a tener en 
cuenta en cualquier acliviuad tribu­
taria que tome como referencia la 
propiedad inmobiliaria de los suje­
tos pasivos. Es esta perspectiva la 
que la hace estar pre se me en n u me­
rosas regu laciones. Así: 

• Ley del Impuesto sobre la 
Rcnt:.J de las Personas Físicas. 

• Ley sobre el Impuesto del Pa­
trimonio. 

• Ley del Impuesto de Transmi­
siones Patrimonia les y Actos Jurídi­
cos Documentados. 

• Ley del Impuesto sohre Suce­
siones y Donaciones. 

• Ley General Tributari::i. 

Pero ade1mís de lo anLerior debe 
indicarse que el Catastro es una ins­
titución con transcendencia exlratri ­
butaria. Así, los artículos 38 y 39 de 
la Ley de Expropiació n Forzosa ha­
cen clara referencia al mismo como 
determinante del precio de la tasa­
ción, y. aun más concretamente. la 
regla cuarta del artícul o 52 de la 
Ley se refiere tex t ua 1 mente a la ri­
que=a cata.vtracla, en la determina­
ción del depósito previo a la ocupa­
ción de urgencia. 

Las anteriores consideraciones 
revelan, con toda claridad, que el 
Catastro es algo más que el soporte 
técnico de la imposición local - que 
es como se qu iere presentar en los 
recursos- y que realmente rea li za 
una funci ón más amplia en el con­
junto del ordenamiento jurídico. 

De esta forma es necesario en­
cuadrar adecuadamente el título 
competencia 1 en el que debe su bsu-

Temas 

La inclusión de las funciones del Catastro dentro del título competencia/ al que alude 
el articulo 149. 1 de la C.E .. 1us/ifica la constitucionalidad de la Disposición Adicional 
Cuarta de la Ley Reguladora de las Haciendas locales. (Sede del Tribunal Consti­
tucional) 

mirse la labor catastral, partiendo 
ele la premisa básica de que el régi­
men loca l. o la Hacienda Local co­
mo parte integra nte de aquél , no 
cubren sul'ícienLcmente la labo r de­
sarrollada por dicho Registro. 

El Cn1astm y el lmpueslo sobre 
Bi(!lles /11m11ehles 

ResulLa curi oso que los dos re­
cursos de inconstitucionalidad plan­
teados por el Consejo Ejecutivo y el 
Parlamento de Cataluiia coinciden 
en uni lícar la impugnación de la 
Disposición Adicional Cuarta. dos 
de Ju Ley 39/ 1988, de 28 de d iciem­
brc, con la que verifican en relación 
con el l mpuesto sob re Bienes 1 n­
mueblcs. 

Por obvio que resulte, es necesa­
rio deslindar ambas cuestiones, ya 
que el Cata stro es el soporte técnico 
de dicho tributo local, pero con ello 
cumple. como acaba de verse. una 
de sus funciones. La identificación 
efecluada es desde un punto de vis­
ta teórico incorrecta, ya que los de­
fectos constitucionales que pueda 
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presentar, en su caso, el Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles de las Enti­
dades Loca les no son tran.~/'eribles 

sin m<is al Calaslro hasta converlir 
en inconstitucional su regulación. 

Contrariamente, hay que afir­
mar q uc las cuestiones son perfec­
tamente difcrcnciablcs en su juicio 
de constitucionalidad, ya que mien­
tras la regulación del Impuesto so­
bre Bienes Inmuebles responde al 
ejercicio de unos títulos competen­
ciales, el Catastro. como institu­
ción, tiene o tro fundamento consli ­
tuc.:ional. como pasamos a analizar. 

El Catastro como una institución 
de lu Hacienda General 

Partiendo de la consideración de 
que el Catastro no puede ser identi­
ficado en exclusi va como el soporte 
Lécn ico de la imposición municipal 
y aceptado, asimismo, el carácter 
multifuncional de dicho Registro. 
ha y que convenir en que el mismo 
debe ser considerado como una ins­
titución que tiene por objeto servi r 
de base a los tribuLos de va rias 



Admin1'\trac1one..,. E\, por tanto. un 
111strumento básico en la e-.tructura 
impositiva general que tiene como 
referencia l<i propied<td inmobilia­
ria . 

El carácter básico en la estruc­
tura imposillYa supone. a nue..,tro 
.1u1cio. que deba realmente ser con­
siderado como una in<;liluc1ón J1-
reclamente relucionada con la es­
tructura financiera del Estado y. 
por tanto. -.ubsumible en el título 
competencia! al que se refiere el ar­
tículo 149.1 14, esto e:., la Hacienda 
General. 

La utili7ación de un término 
como el de Hacienda General -.upo­
ne inicialmente algún tipo de 111dc­
terminac1ón en la corrección Je su 
contenido. Debemos señalar que di­
cha compctcnc1a debe in<:ardim1r<;e 
como un a-.pecto más de los que 
componen la competencia del Esta­
do en la ordenación de la economía. 

La delinición del pu pel dd Esta­
do en la ordenación económica 
puede concretar-;c con la defin1c1on 
que rcali1a el artículo 2 de la Ley 
Orgánica de Financiación de las 
Comunidades Autónomas, de 22 de 
diciembre de 1980. que ju:..tilica el 
papel del Estado como /11 Kam11tia 
di'! equíhhrw e1·011óm1co a trares d< 
la políti('(I l'C'Onomica g<'neml, de 

ac11c•r<lo c1111 lo '"''IClhlecit!o c111 los ar­
ticulos 40./, 131 y 13H de la Co11~1i-
111cián. corre.1p1111de al E.11at!11. c¡m' e1 
t>/ e11c11rgado de adopwr /a\ medida.\ 

opor1t111a.1 tc11cle111e,\ a c1111wg11ir 111 
c'.vtabilidad 1•co11cí111ica 111tenw y e.\­

t<'rna. así como el 1k.1·w-rollo 11r111ó11i­
c·o entre la.1 dil'('r.1as parte\ dl'I terri­

torio esp111iol. 
Para con-;cgu1r estos fines. el Es­

tado retienl.!: 
• El dominio completo del co­

mercio exll.!rinr. así como la deler­
m1nac1ón del régimen aduanero ) 
arancelario. 

• El sistema de div1:.as. moneta­
rio, cambios y convertibilidad del 
drnero y las bases para la ordena­
ción del crc<.1110. la banca ) los se­
guros. 

• La dcterminación de las bases 
para la modernización y th:!>arrollo 
de los sectores. 

• La Hacienda general y la dcu-

da del Estado. l:n este título .;e en­
cuentran incluida.., toda' la' compe­
tencws paru la presupuc~t.1<:1on de 
lo-. gastos e ingresos y la utilw1ción 
de las fuentes de lin:rnciación. 

El Tribunal Constitucional ha 
tenido oea:.ión ck concretar el con­
cepto de Hacienda General en la 
~enlcncia 179/1985. de 19 Je diciem­
bre. que efec1úa una delimitación de 
orden territorial más que mutcrial. 
De esta manera. m:is que delimitar 
1:1'> cuestione<; que 111tegran la 1 la­
dcnda General. sé efectúa una cnn­
sideración en base al calificativo 
g<'11eral. de forn1a que no todas las 
materias de presupuestadón y fi­
nanciación esltltal son sUbl>umibles 
i.:n aquel título. sino exclusivamente 
las que en ra1ón a ~u :imb110 de 
.iphcación ) tra,cendencw deben ser 
considerada~ de repercu~1ón genc­
r.11. esto e!>. tk :ímbito nacional. 

Es claro q uc para en tender in­
cl u ída cualquier materia en el Lítulo 
rclendo a la l lac1enda General. de­
he efcctuar ... e un JU1c10 puntual so­
bre l.1 tran'>ccndcne1a gcnl.!ral de la 
misma. En eslll línea dchcmos seña­
lar que las runcione:-. a1rih11idas al 
Catra<>to af'cc1an. como se ha d11:ho, 
a lm tribullh C\latales ~ a kl'; \alo­
rac1onc~ genera le.:' Je lo:. h1enl.!~ en 
orden a su i.:xproriac1ón. 

Lstc régimen de utili1aciún im­
plica la necesidad de una regulación 
general. cfect u,1Ja con en terws ob­
.Jellvo~. que .1,egurcn la 1gualJaJ de 
trato ele lodos lo-, espa1iolcs. La 
universalidad de e~1os cnlenm no 
puede asegurar'c sino con la exis-
1cnc1a de un rcg11nen único. con 11n­
planlación tccn1ca en todo el terri-
1ono nacional. 

La posibilidad de que las Co-
111un1dade:,, efectuasen de~arrnllos 
puntuale~. aun dentro del marco de 
la normaurn ba-.1ca. puede ..,uponer 
una diterenci:1c1ón en el régimen de 
elabMación, 111an1eni1111ento o utili-
1ación d~I Cata1,1ro. que difil:ulle su 
ut1l11ac1ón mul11funcional Je forma 
objetiva. 

F.n iodo ca~o. tampoco debe ol­
v1d.irse que la participación de las 
Comunidades Autónomas en la re­
gulación normativa o la ge~t1ón en-
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comendada al Centro de Gcslión 
Catastral y Cooperación Tributaria, 
respecto de los Catastros lnmobilia­
nos, puede signilicar una 111jus1ili­
cada ampliación de las competen­
cia<; de éstas respecto de cuestiones 
l.!n las que 111 const1tucional n1 esta­
tut•inamente til.!nen competencia . 

En este i.cn lldo, la norma ti va 
hüsica en materia de expropiación 
forzosa es competencia exclusiva del 
E-;tado y. us1m1smo. es claro que la 
detcrminación del precio de valora­
ción de las expropiaciones debe ser 
con-;iderada una norma b<1sica. 

Fn esta mismo linea debe indi­
carse que. conforme al articulo 133 
de la Constitución. la potestad or­
dinaria para establecer tributos co­
rresponde. en cxcl usiva. a 1 Estado. 
/\ nuestro Juicio. la función actual y 

la importancia que nuestra actual 
lcg1slac1ón 1r1 bu ta na conceden a 1 
dato registra! !.Uponen, de hccho, 
un¡¡ integración de dicho dato en la 
propia relación juridico-tnbutaria, 
al ser detcr111111ante de uno de los 
elementos esenc1:1les de é\tc. cual es 
la hase imponible 

Estas circunstancias son las que 
JU'itilican una visión del Catastro 
mas amplia que la que se prctl·nde 
en lo-; recurso-.; anali7ados (l.!n lo ... 
que se hace h1nn1p1e en una \1-..íón 
cen1rada en su considerac1on de 
parte intt:grante del régimen local). 
para quedar considerado dicho re­
ght ro como una institución dcl.'l'•l\a 
en la planilicac1on ) CJCCUCltHl fi­
na ncíera. pres u pucslaria y tri huta­
ria, susceptíhle de ser incluida en el 
l1tulo compe1encrnl al que alude el 
artículo 149 1.14 de la Const1tu­
c1ón. 

La aceptaci1)n de esta 1cs1s Justi­
fica la constitucionalidad de la Di!.­
posición Adicional Cuart.1, do~. 

que. en todo caso debe ser conside­
rada como una norma tr.111~1 tona 
previa a una regulación general que 
()rdene la ac1 u ación del Catastro. 
sobre la base competencia! citada, 
pl.!ro que deshaga el posible equivo­
co de su regulación en una norma 
que. como la Ley Reguladora de la:-. 
1 laciendas Loca le:.. tnn só lo se rc­
lien.: a una parte de la actuación y 
de la actividad del Catastro. 
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